I. VALORACION GENERAL

Joaquin Tomos"

Rasgos generales

El afio 2004 ha estado dominado por las elecciones generales del 14 de marzo,
cuyo resultado inesperado comporté el acceso del PSOE al poder. Este cambio de
gobierno se tradujo en un replanteamiento de la accién poﬁ)itica a nivel estatal ,
en concreto, un nuevo enfoque en el debate sobre la reorganizacién territorial del
Estado. El afio puede decirse que se divide en dos partes, el primer trimestre
dominado por la campaiia electoral, y los tres restantes trimestres en los que se
ponen en marcha las nuevas iniciativas del gobierno del PSOE. El cambio en el
Gobierno central afecta obviamente a las relaciones con las diferentes Comu-
nidades Auténomas. Las gobernadas por el Partido Popular temen que se pro-
duzca el incumplimiento de los compromisos anteriores, mientras que las gober-
nadas por el PSOE tratan de sacar partido de esta nueva situacién, en algunos
casos (como en el de Andalucia), poniendo fin a litigios que se venian arrastrando
desde muchos afios atris.

Por lo que se refiere al debate sobre la reorganizacidn territorial cabe recor-
dar que en la valoracién general del Informe Comunidades Auténomas del afio
pasado sefialdbamos un claro resurgir del debate sobre dicha cuestién, debate
dominado de forma especial por la tramitacién del Plan Ibarretxe, los resultados
de las elecciones catalanas y la convocatoria de elecciones generales para marzo
de 2004. Pues bien, el resultado de las elecciones del 14 de marzo ha reforzado la
presencia en el debate politico de la cuestién territorial y la ha situado sobre unos
pardmetros completamente diversos. El nuevo Gobierno, que contari con el
apoyo de Esquerra Republicana, admite una reforma constitucional limitada en
sus contenidos y se ofrece a favorecer un proceso de reformas estatutarias con la
unica condicién de que se sitden dentro (ﬁ:l marco constitucional.

Otros acontecimientos han marcado igualmente el afio 2004. Por un lado la ce-
lebracién de elecciones autonémicas en Andalucia, en las que se confirma la pri-
macfa del PSOE que logra la mayoria absoluta en el Parlamento. En segundo
lugar podemos hablar del afio de Europa, con la celebracién de las elecciones del
13 de junio y la aprobacién en Roma, el 29 de octubre, del Tratado por el que se
establece una Constitucién para Europa. Por dltimo, no podemos dejar de hacer
referencia al fenémeno terrorista. Si bien asistimos a un claro declive de la fuer-
za de ETA, acosada por las operaciones policiales y las medidas politicas que
actian directamente sobre su entorno inmediato, el brutal atentado del 11 de
marzo en Madrid nos situé de improviso ante una realidad hasta este momento
desconocida, la amenaza del terrorismo islamista. Sin duda lo tnico positivo fue
constatar la solidaridad de todos los espafioles y la eficacia con la que reacciona-



20 ANALISIS DE LA ACTIVIDAD DEL ESTADO Y DE LAS COMUNIDADES AUTONOMAS

ron en aquel momento de forma coordinada todas las fuerzas y cuerpos de segu-
ridad y servicios de asistencia sanitaria.

El primer trimestre del afio tuvo un claro contenido preelectoral. La tensién
entre los principales partidos estatales se mantuvo y se centrd de forma principal
en el modelo de organizacién territorial y en cuestiones vinculadas al territorio,
como la ejecucién del Plan Hidrolégico Nacional.

El Partido Popular mantenia su oposicién a la reforma constitucional y a las
reformas estatutarias y se presentaba como el garante de la estabilidad y la verte-
bracién de Espaiia. Con este fin no dudé en atacar al PSOE por su apoyo al
gobierno tripartito de Catalufia del que forma parte Esquerra Republicana. Estos
ataques tuvieron especial virulencia a raiz de hacerse piblico el viaje del Sr. Carod
Rovira a Perpifian para entrevistarse con miembros de ETA, viaje que efectud el
Sr. Carod Rovira cuando ejercia las funciones de Presidente de la Generalidad de
Catalufia por ausencia del Sr. Maragall. Los ataques se recrudecieron cuando ETA
anunci6 dias mds tarde una tregua limitada al territorio de Cataluiia.

En un marco de gran crispacién, el PSOE ofrece la posibilidad de debatir
sobre una reforma limitada de la Constitucién y sobre refgrmas estatutarias que
se mantengan dentro del marco constitucional. También se muestra contrario a
la ejecucién del Plan Hidrolégico y a la puesta en marcha de la ley sobre calidad
de fa ensefianza.

No cabe duda que el atentado del 11 de marzo en Madrid y los hechos que se
desarrollaron hasta el dia de la votaciones tuvieron una clara incidencia en los re-
sultados electorales. En todo caso, las urnas dieron el poder al PSOE vy el Sr. Rodri-
guez Zapatero fue investido como nuevo presidente del Gobierno con los votos de
su partido més los de Esquerra Republicana de Catalufia e Izquierda Unida.

Las circunstancias en que se celebraron las elecciones dieron paso a una nueva
polémica sobre el comportamiento del PP y del PSOE durante los dfas posterio-
res al atentado del dia 11, con cruce mutuo de acusaciones. Mientras el PSOE
acusé al PP de haber tratado de manipular la informacién sobre el atentado, el
PP acusé al PSOE de haber alterado e{)normal desarrollo de la jornada de refle-
xi6n. Este nuevo conflicto dio paso ala creacién en el Congreso de los Diputados
de una «Comisién de Investigacion sobre el 11 de marzo de 2004» por la que han
pasado numerosas personas pero sin que haya aportado novedades relevantes a
lo ya conocido.

En cualquier caso, las elecciones se celebraron sin incidentes y arrojaron los
siguientes resultados:

PSOE 42,2 %, 164 diputados y 89 senadores.

PP 37,3 %, 148 diputados y 102 senadores.

Izquierda unida, Iniciativa per Catalunya Verds 5,1 %, 5 diputados y 1 senador.

Convergencia 1 Uni6, 3,2 %, 10 diputados y 4 senadores.

Esquerra Republicana de Catalunya, 2,5%, 8 diputados y 3 senadores.

Partido Nacionalista Vasco, 1,6%, 7 diputados y 6 senadores.

Coalicién Canaria, 0,9 %, 2 diputados.
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Bloque Nacionalista Galego, 0,8 %, 2 diputados.
Chunta Aragonesista 0,3 %, 1 diputado.

Eusko Alkartasuna, 0,3 %, 1 diputado.
Nafarroa Bai, 0,2 &, 1 diputado.

Los resultados electorales de mayo de 2004, y el consiguiente cambio de
gobierno, provocé una clara recomposicién de las relaciones entre el Gobierno
central y los gobiernos autonémicos. Las politicas centrales que antes se critica-
ban desde algunos gobiernos autonémicos pasan a compartirse, mientras que por
el contrario, lo que antes se compartia pasa en otros casos a criticarse.

Esta constatacidn, que ciertamente no es una novedad del afio 2004, aunque en
este afio se ha hecho especialmente patente, obliga a reiterar la conveniencia de
crear mecanismos de encuentro y didlogo que permitan articular politicas estatales
estables que queden al margen de la confrontacién coyuntural centro-periferia.

La politica del agua es un claro ejemplo de lo que pretendemos seiialar. Puede
hablarse de tres intentos fracasados en la solucién de un problema fundamental
para el conjunto de Espafia y con especial incidencia en determinadas Comuni-
dades Autonomas. Los ciudadanos asisten perplejos a debates cientificos que no
ofrecen soluciones homogéneas, y a un permanente enfrentamiento politico en el
que los argumentos varian en funcién de la posicién politica que cada parte
ocupa. Si bien el derecho no puede ofrecer la solucién para resolver el problema,
si que creemos que debe recobrar el protagonismo que le corresponde como ins-
trumento de disefio de los procedimientos adecuados y como via para institu-
cionalizar los érganos con capacidad de integrar las diversas voluntades que
deben participar en el acuerdo.

Una vez tomé posesién el nuevo Gobierno adopté de forma inmediata una
serie de medidas que supusieron un cambio radical con la politica seguida por el
Gobierno anterior. Al margen de cuestiones generales y de politica exterior:

a) Se ofrece un pacto para una reforma constitucional limitada a cuatro pun-
tos: igualdad hombre y mujer en la sucesién de la Corona; reforma del Senado;
plasmacién de los nombres de las Comunidades Auténomas; referencia a la Cons-
titucién Europea. Desde algunas Comunidades Auténomas se planteard el ir més
alld en aspectos concretos. Asi en Catalufia se discute la posible inclusién de la
calificacion de Comunidad Nacional junto al nombre. En el caso de Navarra su
Gobierno propone la supresién de la disposicién transitoria cuarta relativa a la
incorporacién de Navarra a la Comunidad Auténoma del Pais Vasco.

b) Retirada del Plan Hidrolégico Nacional. La aprobacién del Plan Hidro-
I6gico Nacional, y su puesta en marcha con el trasvase del Ebro, habia generado
fuertes tensiones entre las Comunidades Auténomas de Aragén y Catalufia y las
de Valencia y Murcia y, en menor medida, con Castilla la Mancha. Esta tension se
trasladaba a la relacién entre PP y PSOE. Pues bien, la llegada del PSOE al poder
supuso la inmediata derogacién del PHN en el punto que preveia el trasvase del
agua de la cuenca del Ebro a la del Segura y su sustitucién por una politica de con-
tenido diverso basada fundamentalmente en la desalacién (programa que bajo el
acrénimo A.G.U.A. contiene 105 medidas para llevar mds agua al levante espafiol).
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La aprobacién del Real Decreto-ley 2/2004, por el que se deroga el trasvase
del Ebro, ha dado lugar a una nueva batalla juridica y politica en la que las
Comunidades de Murcia y Valencia, con el soporte del PP, se oponen a la nueva
politica del Gobierno. Las Comunidades Auténomas de Murcia y Valencia, més
50 senadores del Grupo Popular, interpusieron recurso contra el Real Decreto
Ley 2/2004 que modifica la Ley 10/2001 del 5 de julio. El recurso fue admitido
a tramite el 5 de octubre.

La conflictividad en materia del agua tuvo otra manifestacién derivada de la
derogacién de la ley del PHN en lo concerniente al trasvase del Ebro. Esta dero-
gacién suponia que el trasvase Tajo-Segura quedase como la tinica gran obra de este
tipo. Ello comporté que el presidente del Castilla la Mancha (Comunidad
Auténoma que habia apoyado el trasvase del Ebro) solicitara que se aplazara el
trasvase Tajo-Segura, mientras que el Gobierno de la Comunidad Auténoma orde-
né paralizar las obras del tiinel que debia conectar los pantanos Talave y Cenajo.

c) Freno a la ley de calidad de la ensefianza. La ley orgdnica de calidad de la
ensefianza fue aprobada con la oposicién del PSOE, y su aplicacién se habia ini-
ciado en la dltima etapa del gobierno del PP. Con el fin de evitar su entrada en
vigor, el nuevo gobierno del PSOE aprob6 el RD 1318/2004 por el que derogd
el RD 872/2003 sobre el calendario de aplicacién de la nueva ordenacién del sis-
tema educativo. A su vez, ocho Comunidades Auténomas gobernadas por el PP
recurren el citado RD 1318/2004 alegando desviacién de poder, vulneracién del
principio de jerarquia normativa y de interdiccién de la arbitrariedad.

d) Reduccién de la conflictividad. La nueva imagen de moderacién y de dié-
logo con los gobiernos autonémicos que quiere transmitir el nuevo Presidente de
Gobierno (el ya famoso «talante») se concreta en algunos hechos concretos.

En el caso de Andalucia se pone fin al enfrentamiento en torno a la deuda
pendiente de financiacién por el quinquenio 1997/2001, alcanzindose un acuer-
do sobre su valoracién que se fija en 2.500 millones a pagar en cuatro afios.
Cantidad que fue criticada por la oposicién ya que el Pargmento andaluz habia
fijado en su dia una cuantia de 4.416 millones. Al mismo tiempo se retiran algu-
nos recursos de inconstitucionalidad (entre ellos uno significativo contra la ley
andaluza 7/2003 reguladora de investigacién en Andalucia, con referencia al tra-
tamiento de las células madre), se traspasan las cuencas intracomunitarias y se
pacifica la relacién con Caja Sur.

Con cardcter general se asiste a una reduccién significativa de la litigiosidad
constitucional mediante el desistimiento en 27 recursos ante el Tribunal Consti-
tucional.

Por 1ltimo, el Presidente del Gobierno lleva a cabo una ronda de entrevistas
con todos los Presidentes Autonémicos.

El interés por lograr un marco de debate general al mis alto nivel entre el
Estado y la Comunidades Auténomas llevé al Gobierno a impulsar la creacién y
puesta en marcha de la Conferencia de Presidentes Autonémicos.

De esta forma, y a partir de algunos modelos de derecho comparado, se tra-
taba de institucionalizar un érgano de encuentro en el que coincidieran los Pre-
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sidentes de las Comunidades Auténomas mis el Presidente del Gobierno. La
falta de antecedentes llevé a discutir si este 6rgano debfa ser meramente hori-
zontal (con presencia sélo de las Comunidades Auténomas), o vertical (con pre-
sencia y convocatoria desde el Gobierno del Estado). También se discutié sobre
cual debia ser su cometido y c6mo se fijaria la agenda de temas de discusién y si
debian o no adoptarse acuerdos.

Finalmente, y tras alguna reticencia inicial por parte del PP, se celebré la pri-
mera Conferencia de Presidentes en la sede del Senado el 28 de octubre con la
asistencia de todos los Presidentes de las Comunidades Auténomas. Mis alld del
valor simbélico, esta primera reunién fij6 un calendario para las préximas reu-
niones y acordé debatir en la reunién de la primavera del 2005 los problemas de
financiacién de la sanidad.

El afio 2004 también puede calificarse como el afio de Europa, ya que durante
el mismo se produjeron tres acontecimientos de singular relevancia. Por una parte,
se celebraron el 13 de junio elecciones al Parlamento europeo. Por otra parte, se
produjo la ampliacién de la Unién Europea hasta un total de 25 miembros y, por
iltimo, se aprobé el 29 de octubre en Roma el Tratado por el que se establece una
Constitucién para Europa.

En relacién con el Tratado, el Gobierno espafiol decidié que someteria su rati-
ficacién a un previo referéndum no vinculante, y se abrié un debate sobre si el
contenido del Tratado exigfa o no una previa reforma del texto constitucional y,
en su caso, qué tipo de reforma.

Tras un primer Dictamen del Consejo de Estado de 21 de octubre en el que
se mostraba una opinién mis bien favorable a una reforma previa del texto cons-
titucional, el Tribunal Constitucional, en su Declaracién de 13 de diciembre de
2004, declaré que no existia contradiccién entre la Constitucién y el Tratado y
que el articulo 93 CE era suficiente para la prestacién del consentimiento del
Estado al Tratado (la declaracién cuenta con tres votos particulares).

De forma particular debe destacarse el acuerdo alcanzado entre el Estado y las
17 Comunidades Auténomas para permitir la participacién de estas dltimas en
los Consejos de Ministros de la Unién Europea. Acuerdo de singular relevancia
por su propio contenido y como expresién de la posibilidad de llegar a acuerdos
multilaterales entre todas las Comunidades Auténomas y el Estado para la reso-
lucién de un problema complejo.

El acuerdo se cerré en el Senado el 9 de diciembre y comportd la eleccién de
los dos representantes autonémicos en la Representacién Permanente de Espafia
anta la UE, asi como determinar que las Comunidades Auténomas estardn repre-
sentadas en cuatro Consejos de Ministros de la UE. Los representantes serdn ele-
gidos en las 11 conferencias sectoriales correspondientes.

No cabe duda que el tema central del afio 2004 ha sido el debate sobre la orga-
nizacién territorial y, en concreto, el seguimiento de la tramitacién del Plan
Ibarretxe y el proyecto de reforma catalin. Pero también han existido otras ini-
ciativas de reforma. Dada la importancia de esta cuestién la tratamos con mayor
extensién en el siguiente apartado.
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Los procesos de reforma estatutaria

A lo largo del afio 2004 han continuado o se han puesto en marcha diversos
procesos de reforma estatutaria. Estos procesos estin marcados politicamente
por el impacto del llamado «Plan Ibarretxe» y la propuesta de reforma del esta-
tuto cataldn.

Pero al mismo tiempo existen otros procesos en marcha de alcance y conte-
nido diverso que en todo caso ponen de relieve que se est4 haciendo un uso gene-
ral del principio dispositivo sin que exista un planteamiento previo sobre cuél
serd el modelo final de Estado que resulte tras la aprobacién de fas diversas refor-
mas estatutarias.

La tramitacién de llamado «Plan Ibarretxe»

En el Pais Vasco prosigue la tramitacién de «la Propuesta de Estatuto Politico
de la Comunidad de Euskadi», conocida como «Plan Ibarretxe», que se presenté
el 25 de octubre de 2003 ante el Parlamento Vasco. Durante el afio 2004 la Pro-
puesta supera dos escollos judiciales, el primero debido a la interposicién de un
recurso ante el Tribunal Constitucional por parte del Gobierno espaiiol al ampa-
ro del art. 161.2 CE solicitando que se ordenara la suspensién de la tramitacién.
El Tribunal Constitucional, mediante el Auto de 20 de abril de 2004, declaré la
inadmisién al entender que una «propuesta» no era susceptible de ser impugnada.
El segundo recurso judicial era el que pendfa ante la Sala (i)e lo Contencioso-admi-
nistrativo del TS] del Pafs Vasco. La sentencia, de 21 de diciembre de 2004, entré
a conocer del recurso al entender que podia examinar la correccién de los requi-
sitos procedimentales en la tramitacién de la ley, pero lo desestimé en cuanto al
fondo al no apreciar violacién de derechos fundamentales ni de elementos regla-
dos (aplicé la doctrina relativa al control de los actos politicos).

Superadas las vias judiciales se siguié la tramitacién en el Parlamento Vasco,
donde se rechazaron las dos enmiendas a la totalidad del PP y PSE. Se llegé al
Pleno del Parlamento del 30 de diciembre en el que se rechazaron de nuevo las
enmiendas a la totalidad de PP y PSE mas la de Sozialista Abertzaleak y se proce-
di6 a la votacién nominal. En este momento S.A dividié sus seis votos, otorgan-
do tres a «la Propuesta», de forma que se alcanzaron los 39 votos que otorgaban
la mayoria absoluta. El Plan Ibarretxe lograba asi su aprobacién en el Parlamento
Vasco con los votos de SA, y se planteaba su tramitacién ulterior en el Congreso
de los Diputados, lo que sucederia ya en las primeras semanas de 2005, quedan-
do fuera de este Informe. También cabe mencionar que el 16 de diciembre el PSE
present$ unas «Bases para la actualizacién y reforma del Estatuto de Autono-
mia», en la linea de elaborar un nuevo proyecto de reforma dentro del marco
constitucional.

Los otros procesos de reforma

En Catalufia el nuevo gobierno tripartito hace bandera de la reforma estatu-
taria como tema primordial dentro de su agenda politica. Los elementos esencia-
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les de la reforma son la redaccién de un nuevo Estatuto que permita «blindar» las
competencias propias interpretadas en el sentido mas amplio posible, reforzar los
elementos identitarios y los hechos diferenciales e impufsar a reforma del siste-
ma de financiacién. En todo caso se afirma que la reforma se situard en el marco
constitucional y que pretende ser definida con el consenso mds amplio posible.

Para alcanzar esta Gltima finalidad se acuerda constituir en el Parlamento una
ponencia conjunta en la que se integren todos los grupos politicos, la cual trabaja-
1 a partir de los documentos que le suministre el Institut d’Estudis Autondmics.

De acuerdo con este método de trabajo, sin directrices politicas concretas
sobre el contenido de la reforma, y sin un presidente que dirija los debates en el
Parlamento, se inicia un complejo proceso de discusién cuyo horizonte tempo-
ral se fija en junio del 2005 (redaccién del Anteproyecto).

En algunas de las restantes Comunidades Auténomas también existen proce-
sos de reforma estatutaria que no han alcanzado la misma trascendencia politica
y medidtica pero que deben seguirse con el mismo interés.

Asi, en Andalucia se abandoné la propuesta presentada por el Presidente de la
Comunidad el 16 de diciembre de 2003 y se crea una Comisién con el objeto de
que redacte una propuesta de reforma que debiera concluirse a mediados del 2005.

En Aragén siguen los trabajos de la Ponencia constituida en las Cortes en
diciembre de 2003, con la voluntad de lograr el mas amplio consenso posible y
defender la singularidad de Aragén.

En Canarias la reforma estatutaria se sitda como objeto central de la legisla-
tura. A instancias de la Presidencia del Gobierno se constituye un Comité Asesor
para la Reforma del Estatuto formado por siete especialistas acordados por los
Partidos con presencia parlamentaria. Al finalizar el 2004 entregaron su trabajo
en forma de texto articulado a la Ponencia parlamentaria, la cual en el afio 2005
deberfa alcanzar un acuerdo en torno a un texto en forma de proposicién de ley.

En Castilla-La Mancha se anuncia la reforma estatutaria con el fin de asegu-
rar la participacién autonémica en las decisiones que afecten competencias pro-
pias y, de forma especial, su incidencia efectiva en todo aquello que afecte al
Trasvase Tajo-Segura.

En Galicia se inicia timidamente el debate sobre la reforma. PSOE y BNG
exigen la creacién de una Comisidn, y se crean Comisiones de expertos en los
respectivos partidos. Se avanza muy lentamente.

En las Islas Baleares el 1 de octubre de 2004 el Gobierno acuerda crear una
Comisién Asesora para la reforma de los Estatutos de Autonomia, compuesta
por 10 vocales externos, la Vicepresidenta del Gobierno, el Consejero de Rela-
ciones Institucionales y tres vocales natos, el Rector de la Universidad, el Direc-
tor General de Proyectos y Coordinacién Departamental y la Directora de la
Abogacia de la Comunidad Auténoma. La Comisi6n inici6 sus trabajos.

En Murcia el PSOE-PSRM anunci6 a finales del 2004 su intencién de pre-
sentar a inicios de 2005 su propuesta de reforma estatutaria, con el objetivo bisi-
co de ordenar la descentralizacién territorial, la constitucién de comarcas y blin-
dar el trasvase Tajo-Segura. El PP y el Gobierno de la Comunidad Auténoma se
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oponen alegando que la reforma estatutaria no es una prioridad y que el proble-
ma del trasvase Tajo-Segura no se solventa a través del Estatuto.

En Navarra siguen los trabajos de la ponencia. En el debate sobre el Estado de
la Comunidad Foral se declara que Navarra es una Comunidad histdrica, propia y
diferenciada, en el marco del conjunto del Estado de las Autonomias, que preten-
de la profundizacién de su autogobierno y la revisién de su nivel competencial.

Por dltimo, Ceuta y Melilla también se suman a los procesos de reforma, plan-
teando la aprobacién de nuevos Estatutos ahora por la via de la disposicién transi-
toria quinta de la Constitucién. En Ceuta se ha constituido un Comisién Parla-
mentaria con representantes de los diversos partidos. En Melilla sélo ha circulado
un primer borrador elaborado desde la Presidencia de la Ciudad Auténoma.

Consideracién de conjunto

Los diversos procesos de reforma a los que nos acabamos de referir se mue-
ven dentro del marco constitucional, y su objetivo es incrementar los niveles de
autonomia politica mediante, en algunos casos, el pretendido «blindaje» de las
competencias que se asuman estatutariamente. El nuevo marco de distribucién
competencial que se conformaria en el bloque de constitucional pretende tam-
bién lograr un cambio de determinadas lineas jurisprudenciales del Tribunal
Constitucional, ya que se considera que las mismas habfan hecho una lectura res-
trictiva del alcance de la autonomia de las Comunidades Auténomas que permi-
te la propia Constitucién.

Por parte del nuevo Gobierno del Estado se afirma que se mantendrd una
postura de respeto hacia las propuestas de reforma estatutaria que sean constitu-
cionales y que lleguen al Congreso con un amplio soporte de la Comunidad
Auténoma que elabora el proyecto de reforma.

Seguramente la oposicién del Gobierno anterior a impulsar o debatir cual-
quier tipo de reforma constitucional y estatutaria ha llevado a que la nueva fase
de reformas estatutarias nazca desde la base. Lo cierto es que existen diversos
procesos de reforma que, con mayor o menor intensidad, estin ya en marcha, sin
que desde el Gobierno se disefie ningiin modelo final. Es més, la reforma consti-
tucional que se propone no incluye la reforma del titulo octavo. '

En esta situacién parece necesario llamar la atencién sobre la necesidad de,
cuando menos, iniciar el debate sobre una reforma del citado Titulo Octavo de
la Constitucién, ya que lo cierto es que su contenido ha quedado superado por
la evolucién de nuestro Estado de las Autonomias. Las reformas estatutarias exi-
girdn un nuevo marco constitucional que permita dar coherencia al sistema una
vez se vayan aprobando los nuevos Estatutos.

El Titulo octavo de la Constitucién es hoy un titulo en buena medida inaplica-
ble, ya que sirvi6 para iniciar un procedimiento que ya se ha concluido. En la
actualidad es preciso disefiar el funcionamiento de un Estado compuesto mis ma-
duro, teniendo en cuenta las nuevas realidades como la inmigracién, la integracién
en Europa, y la necesidad de redefinir el sistema de distribucién competencial, las
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relaciones de colaboracién y cooperacidn, asi como los cauces eficaces de parti-
cipacién de las Comunidades Auténomas en instituciones estatales y europeas.
Es preciso iniciar la reflexién sobre un nuevo sistema de organizacién territorial
que es evidente que no podri construirse a golpe de reformas estatutarias.

También es cierto que no puede hacerse todo al mismo tiempo. En este senti-
do podria pensarse en aborcﬁlr primero con seriedad la reforma del Senado, y
desde este nuevo Senado, cuando sea auténtica Cdmara de representacién terri-
torial, abordar la reforma del citado Titulo octavo. Paralelamente, la doctrina

uede ayudar si se potencia una reflexién de expertos que aporte materiales con
Fos que adoptar después los acuerdos politicos.

Senado

El afio 2004 ha visto como se producian algunas novedades de singular rele-
vancia en el funcionamiento del Senado, lo que parece poner de manifiesto la
voluntad de dotar a esta Cdmara de un perfil propio mis identificado con su defi-
nicién como Cémara de representacion territorial.

En este sentido pueden destacarse las siguientes novedades.
a) Presentacién del nuevo Gobierno ante el Senado
b) El Presidente del Gobierno se somete a sesiones de control.
c) Se favorece el uso de las diversas lenguas oficiales.

d) Se afirma la voluntad de reinstaurar el debate sobre el Estado de las
Autonomias.

e) Se celebra en el Senado la primera Conferencia de Presidentes Auto-
némicos.

Al mismo tiempo se constata que diversas proposiciones, mociones, interpe-
laciones y preguntas tienen un claro contenido autonémico.

En el mismo sentido debe destacarse que la Comisién General de las Co-
munidades Auténomas ha celebrado 6 sesiones desde su constitucién el 12 de
mayo. En la sesién de 3 de junio comparecié el Ministro de Administraciones
Publicas para informar sobre las lineas generales de la politica autonémica.

Actividad del Estado

La actividad del Gobierno y la Administracién estatal ha estado claramente
marcada por las elecciones del 14 de marzo. Inmediatamente después de las elec-
ciones se adopta una serie de decisiones con las que se quiere dar cumplimiento
a promesas ell;ctorales, y se recurre para ello a la figura del Decreto Ley. Asi, el
Real Decreto Ley 2/2004 por el que modifica la ley del Plan Hicg;olégico
Nacional, o el Real Decreto Ley 7/2004 por el que se cierra el conflicto sobre la
deuda financiera con Andalucia. En la misma direccién, el RD 1318/2004 sus-
pende el calendario de aplicacién de la ley orgénica de calidad de la ensefianza.
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Por lo que hace referencia a la actividad normativa que podemos calificar de
«ordinaria» debe destacarse en primer lugar una afortunada desaparicién. En el
afio 2004 no existe a nivel estatal «ley de acompafiamiento», lo que pone fin a una
practica habitual de los dltimos afios que habia ido degenerando llq)acia la confi-
guracién de un texto de reformas normativas de alcance material y cualitativo
muy diverso que, en todo caso, generaba una clara inseguridad juridica y era un
ejemplo de pésima técnica legislativa. Desgraciadamente el ejemplo estatal no ha
cundido entre las Comunidades Auténomas, ya que la mayor parte de ellas han
aprobado leyes de acompafiamiento en el afio 2004.

En cuanto a la produccién legislativa cabe destacar la modificacién de la ley
del Consejo de Estado a través de la LO 3/2004. La nueva ley habilita la partici-
pacién del Consejo de Estado en las reformas constitucionales y, en su aspecto
organizativo, incorpora la presencia de los ex-presidentes del Gobierno del
Estado como consejeros natos vitalicios y prevé la presencia necesaria de dos ex-
presidentes de las Comunidades Auténomas.

Otras leyes destacadas, dentro de un afio de escasa produccién legislativa, son
la LO 1/2004 de proteccién integral contra la violencia de género (cabe recordar
el tragico dato de més de cien mujeres muertas por la violencia doméstica el afio
2004), y la ley de horarios comerciales 1/2004.

Esta dltima ley se dicta al amparo del articulo 149.1.13 CE y se mantiene den-
tro de los pardmetros generales de las anteriores leyes estatales en la materia, si
bien amplia el dmbito competencial de las Comunidades Auténomas. En este
sentido impone como tinica obligacién el deber de permitir la apertura en ocho
festivos y la imposicién de un horario minimo de apertura de 72 horas semana-
les. Igualmente mantiene el régimen especial de las tiendas de conveniencia.

Por tdltimo cabe destacar también el importante Real Decreto Ley 5/2004
sobre el régimen del comercio de derechos de emisién de gases de efecto inver-
nadero con importantes repercusiones en el sector industrial y en el medio
ambiente, y el RD 1855/2004 por el que ese aprueba el Plan nacional de asigna-
cién de derechos de emisién 2005-2007 en desarrollo del Decreto Ley citado.

En cuanto a la actividad reglamentaria cabe destacar el diverso tratamiento de
las materias de sanidad y educacién. Mientras que en materia de sanidad, dado
que la ley de cohesién del sistema sanitario fue aprobada con un amplio consen-
so que inclufa al PP y PSOE, se asiste a un amplli)o desarrollo de la misma, en lo
que se refiere a la educacién el desarrollo de la LOCE se paraliza para introdu-
cir un modelo diverso.

Igualmente debe destacarse la abundante produccién reglamentaria en mate-
rias como agricultura o ganaderia, materias en principio de competencia exclusi-
va autonémica. La incidgencia del derecho comunitario o la conexién con otros
titulos materiales como el de sanidad (baste recordar la Ley de sanidad animal
8/2003) ponen de relieve la prictica imposibilidad de configurar competencias
materiales como 4mbitos de normacién exclusiva y excluyente.

El proceso de aprobacién de Reales Decretos de traspasos, o de ampliacién de
traspasos, cobra un nuevo impulso. Por materias cabe destacar los traspasos en
relacién a. Agricultura, Medios materiales y econémicos en el 4mbito de la Ad-
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ministracién de Justicia, Educacién y Ensefianzas ndutico-pesqueras. Por Comu-
nidades Auténomas destaca Andalucia, lo que responde al nuevo clima de rela-
cién entre la Comunidad Auténoma y el Gobierno del Estado tras las elecc1ones
del 14 de marzo al que antes ya nos hemos referido.

Por tltimo cabe también destacar la concesién del tercer canal de televisién a
las Comunidades Auténomas de Aragén, Asturias, Extremadura e Islas Baleares.

Actividad de las Comunidades Auténomas

La actividad politica y administrativa de las Comunidades Auténomas ha esta-
do también marcada por los procesos electorales, las elecciones generales en todo
caso, y en Andalucia por las elecciones autonémicas (con anterioridad ya hemos
valorado sus resultados e incidencia sobre las relaciones entre la Comunidad Au-
ténoma y el Estado).

Este hecho ha condicionado los ritmos de la actividad politica y administrati-
va, y en algunos casos ha tenido reflejo en la organizacion de las Comunidades
Auténomas, ya que algunos cargos politicos autonémicos han pasado a desem-
pefiar sus funciones en el Gobierno del Estado o la Administracién estatal. Sin
duda el caso mis relevante es el del Presidente de Castilla-La Mancha, Sr. Bono.
Después de presidir de forma interrumpida la Comunidad Auténoma desde su
creacién, ha pasado a ocupar el cargo de Ministro de Defensa. En todo caso, este
y los otros cambios institucionales que han tenido lugar en otras autonomias, de
los que damos cuenta en las crénicas de las diversas Comunidades Auténomas,
no han alterado el normal desarrollo de la vida politica y administrativa de las
diferentes Comunidades Auténomas. :

La actividad legislativa de las Comunidades Auténomas ha mantenido en tér-
minos generales su ritmo habitual. Las materias tratadas han sido, también en
términos generales, las relativas a ordenacién el territorio, urbanismo, medio am-
biente, vivienda, sanidad, cajas de ahorro, agricultura, comercio minorista, de-
fensa de la competencia, gobierno y administracién.

Por su novedad merece ser destacado el «Plan de gobernanza» aprobado por
el Gobierno de Cantabria. Dicho plan constituye un minucioso texto en el que
se plasman los compromisos, objetivos y lineas de actuacién prioritarias de la
accién del gobierno. Es de hecho un plan estratégico de todas las dreas guberna-
mentales articulado en 12 ejes prioritarios. Habrd que seguir su desarrollo para
poder valorar los resultados de esta nueva experiencia.

A lo largo del afio 2004 se han llevado a cabo i importantes reformas organiza-
tivas relativas a los gobiernos y administraciones autonémicas. Cabe destacar en
la Regién de Murcia las leyes 6 y 7/2004 de 28 de diciembre, del Estatuto del
Presidente y del Consejo de Gobierno, y la de Organizacién y Régimen Juridico
de la Administracién Piblica. Estas dos leyes ponen de relieve que, como se ha
hecho en otras Comunidades Auténomas, se sigue el modelo legal dualista del
Estado, que diferencia la ley del Gobierno y la LOFAGE. En relacién a esta
legislacién murciana, debe hacerse mencién expresa de la detallada regulacién
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que se hace en la ley de la Administracién del régimen juridico de los convenios
en los que participa la Administracién regional.

También debe ser destacadas las leyes Forales de Navarra 14 y 15/2004 de 3
de diciembre, las cuales reproducen también el modelo dualista del Estado, la
regulacién del funcionamiento y las competencias de la Comisién de Secretarios
generales en Castillay Ledn, y la Ley canaria 5/2004 de racionalizacién y moder-
nizacién administrativa,

Mencién aparte merece la regulacién por ley de la figura del «Consejero o
Consejera Primero» en Catalufia. A lo largo de 2004 se ha tramitado el proyecto
de ley que trata de atribuir a esta figura tanto funciones propias como é)elegadas
por el Presidente, en particular las relativas a la coordinacion y direccién de las
tareas del Gobierno y los diferentes Departamentos. Al finalizar el afio el pro-
yecto est4 pendiente del Dictamen del Consejo Consultivo, que no es vinculante.

Durante el afio 2004 se ha ido completando el mapa de los 6rganos consulti-
vos de cardcter juridico. Asi, por ley 1/2004 de 21 de octubre se crea y regula el
Consejo Consultivo del Principado de Asturias. En el Pafs Vasco la sz 9/2004
de 24 de noviembre ha elevado a rango legal la regulacién ya existente de la
Comisién Juridica Asesora de Euskadi, mientras que en Catalufia se ha presen-
tado un proyecto de reforma de la Comisién ]urfélica Asesora.

Por tltimo, en cuanto a novedades organizativas, importa también mencionar
la creacién autonémica de instituciones administrativas que pueden ser califica-
das como «administraciones independientes». En este sentido la Ley 1/2004 de
17 de diciembre de creacién deF Consejo Audiovisual de Andalucia, la Ley
6/2004 de 12 de julio de regulacién de los érganos de defensa de la competencia
de Andalucia, y la Ley 6/2004 de 28 de diciembre de Madrid de creacién del
Tribunal de Defensa de la Competencia.

Unién Europea

Como ya hemos dicho el afio 2004 ha sido un afio de contenido marcadamen-
te europeo. Las elecciones al Parlamento, la ampliacién de la Unién Europea y la
aprobacién del Tratado por el que se aprueba la Constitucién europea constitu-
yen tres momentos de importante presencia europea en la vida politica interna.

La repercusién de la nueva Constitucién fue comentada el afio pasado en un
estudio monogrifico del profesor Cruz Villalén. Por lo que se refiere al dmbito
ordinario de la Unién debe destacarse su actividad normativa en las materias de
medio ambiente, salud y proteccién consumidores y contratos.

Dentro ya de la politica interna, la pérdida de la condicién de regién Objetivo 1,
preocupa a las Comunidades Auténomas que pueden encontrarse en esta situa-
cién. Las mismas, de acuerdo con otras regiones europeas, tratan de lograr la
aplicacién de un periodo transitorio para hacer efectiva la pérdida de las ayudas
dFe)rivadas de aquella condicién. Este régimen transitorio suavizaria el impacto de
la pérdida de las ayudas.

Pero sin duda, lo mis relevante en materia de derecho comunitario ha sido el
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acuerdo alcanzado en diciembre de 2004 sobre la participacién directa de las Co-
munidades Auténomas en el Consejo de la Unién Europea y en la Represen-
tacién Permanente, REPER.

Este importante acuerdo debe ser destacado por su contenido y por el hecho
mismo de su logro, como ejemplo -en este segundo caso- de la posibilidad de
alcanzar acuerdos multilaterales entre todas las Comunidades Auténomas y el
Estado en temas de singular relevancia para el funcionamiento del Estado de las
Autonomias. Tras un largo periodo de estudios y debates, basté con que el Go-
bierno central desbloqueara su anterior oposicién al acuerdo para que el mismo se
alcanzara de forma satisfactoria para todas las partes.

El acuerdo sobre la presencia en el Consejo se limita inicialmente a cuatro
dmbitos (agricultura y pesca; medio ambiente; trabajo, seguridad social y turis-
mo, y sanidad). La participacién de las delegaciones autonémicas se decidird en
funcién del interés o competencia sobre concretos proyectos normativos en el
dmbito de las diferentes formaciones del Consejo y a partir de los programas
semestrales de Presidencia. La eleccién del representante autonémico sera rota-
toria, con una duracién minima de un semestre. La intervencién del represen-
tante se condiciona a la existencia de una posicién comiin autonémica.

El acuerdo incluy6 también la presencia en el REPER, de forma que se inte-
grardn 2 o 3 funcionarios designados por las Comunidades Auténomas en la Re-
presentacién Permanente. Los primeros designados corresponden a Andalucia y
Galicia.

Debe sefialarse que antes del acuerdo de diciembre ya se llevé a cabo alguna
experiencia de participacién en el Consejo. El primer caso supuso la participa-
cién del Consejero de Castilla Leén en una reunién en materia de Agricultura.

Administracién local

A finales del afio 2003, concretamente el 16 de diciembre, se aprobé la ley
57/2003 de medidas para la modernizacién del Gobierno local, ley de la que ya
dimos cuenta en el Informe del afio pasado, criticando la excesiva extensién de lo
bésico en la regulacién de determinadas materias. Coincidiendo con esta opinién,
el Parlamento de Catalufia, después del dictamen del Consejo Consultivo 261/
2004, interpuso recurso de inconstitucionalidad contra la ley.

Por lo que se refiere al desarrollo de la citada ley, una de las actividades que
mis ha ocupado a las Comunidades Auténomas ha sido la de dar respuesta a las
demandas locales para reconocer la categoria de gran ciudad a las localidades a
las que la ley no califica automdticamente como tales.

Los procedimientos para proceder a esta clasificacién no han sido homogé-
neos, pues en unos casos se han aprobado leyes singulares para cada municipio,
y en otros casos se han incluido todos f;s municipios de la Comunidad
Auténoma que se deseaba clasificar en una misma ley.

Debe destacarse por la singularidad y desproporcién de su exposicién de
motivos la ley de Castilla la Mancha de 21 de diciembre de 2004, por la que se
atribuye a Albacete la categoria de gran ciudad.
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El proceso de profundizacién en la descentralizacién local que debia llevarse
a cabo bajo la férmula del nuevo Pacto Local se ha ralentizado en todas las
Comunidades Auténomas, con la dnica excepcién de Castilla y Leén. El debate
se ha trasladado de nuevo a la politica general de Estado. Esta nueva realidad se
manifiesta con la iniciativa del Ministerio de Administraciones Piblicas de redac-
tar un Libro Blanco para la reforma del Gobierno local (dejando expresamente
al margen el tema de la financiacién). Al finalizar el afio los trabajos de la Co-
misién estaban pricticamente acabados.

Por lo que se refiere a la actividad de las propias Comunidades Auténomas
debe destacarse la aprobacién de un conjunto importante de leyes sectoriales con
clara importancia en las competencias locales. Se trata de leyes sobre proteccién
y ordenacién del litoral que han puesto de nuevo de manigi’esto la dificultad de
articular el ejercicio de las competencias en materia de ordenacién del territorio,
urbanismo y medio ambiente (asi, ley de Cantabria 2/2004 de ordenacién del
litoral, o ley da la Comunidad Valenciana 4/2004 de ordenacién del territorio y
paisaje).

En cuanto a la posicién de las Diputaciones, debe mencionarse la sentencia
del Tribunal Constitucional de 25 de marzo de 2004 (que cuenta con un voto par-
ticular de dos magistradas), que resuelve cinco cuestiones de inconstitucionali-
dad acumuladas contra el articulo 12 de la ley catalana 5/1987 de 4 de abril del
régimen provisional de las diputaciones catalanas. En su sentencia el Tribunal
vuelve a «proteger» el nivel intermedio provincial frente a la Comunidad Au-
ténoma, y declara contraria a la autonomia provincial la transferencia forzosa de
fondos de las diputaciones hacia la Generalidad de Catalufia. Afirma también el
Tribunal que las Diputaciones no deben costear el pago de servicios cuya com-
petencia corresponcfe a la Comunidad Auténoma.

Por 1ltimo, debemos dar noticia de un nuevo conflicto en defensa de la auto-
nomia local, concretamente el planteado por el Ayuntamiento de Santovenia de
Pisuerga contra la ley autonémica 9/2002 para la declaracién de proyectos regio-
nales de infraestructuras de residuos de singular interés para la Comunidad
(admitido a trdmite por providencia del Tribunal Constitucional de 13 de julio de
2003). Igualmente hay que resefiar que las reacciones suscitadas por la aproba-
cién de la ley cdntabra 2/2004 del Plan de ordenacién del litoral han derivado en
el hecho de que 17 de los 37 municipios afectados hayan adoptado los acuerdos
para plantear un conflicto en defensa de la autonomia local.

Colaboracién

El afio 2004 aporta como novedad de gran importancia, en materia de cola-
boracién, la celebracién, por primera vez en nuestro sistema de organizacién
territorial, de una Conferencia de Presidentes Autonémicos. Nos remitimos a lo
dicho anteriormente sobre la misma y en todo caso el informe especifico que pre-
paré el Instituto de Derecho Piblico y que figura en su pdgina web.

Por lo que se refiere a la actividad convencional entre el Estado y las Comu-
nidades Auténomas, el afio 2004 ha mantenido las constantes de afios anteriores.
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Durante este afio se han publicado en el BOE 573 convenios, manteniéndose en
términos generales la identidad en relacién a las materias objeto de convenio y al
nimero de convenios por Comunidad Auténoma.

Se mantiene igualmente la prictica de vincular la firma de convenios a mecanis-
mos de cofinanciacién de proyectos o actividades ( por ejemplo en materia de ser-
vicios sociales), prictica que no por reiterada debe continuar admitiéndose de for-
ma acritica.

Aparecen nuevas materia que son objeto de convenios, como la investigacién
con células madre, y en algunos casos los convenios crean estructuras de colabo-
racién en forma de red (centro nacional de trasplantes, biomedicina).

Por lo que se refiere a los convenios entre Comunidades Auténomas un afio
contintia su inexistencia formal, si bien crece la colaboracién a través de Pro-
tocolos o formalizaciones similares.

Mencién especial merece la regulacién normativa de los procedimientos de
aprobacién de los convenios en que participe la Comunidad Auténoma que se
contiene en la ley de ]a Comunidad Auténoma de Murcia a que antes nos hemos
referido.

Conflictividad

El afio 2004 ha mantenido la conflictividad en relacién a algunos problemas
ya existentes con anterioridad, si bien la nueva situacién politica los ha situado
sobre bases diferentes.

Asi, por un lado, el enfrentamiento en torno al Plan Hidrolégico Nacional se
mantiene pero ahora desde posiciones diferentes. El Gobierno del Estado ha pa-
ralizado el trasvaso del Ebro, lo que le lleva a enfrentarse con las Comunidades
Auténomas de Valencia y Murcia, mientras que pasa a tener el apoyo de Aragén
y Catalufia. Al mismo tiempo Castilla-La Mancha revisa su posicién y pasa a
oponerse al trasvase Tajo-Segura.

El conflicto sobre los llamados «Papeles de Salamanca», que de hecho enfren-
ta a las Comunidades Auténomas de Catalufia y Castilla y Ledn, tiene también
novedades. La Comisién de expertos designada por el Ministerio de cultura emi-
tié finalmente su informe favorable a la devolucién de los documentos incauta-
dos durante la Guerra Civil a Catalufia, lo que generé una inmediata reaccién de
oposicién frontal por parte del Alcalde de Salamanca y las autoridades de Castilla
y Leén.

Por dltimo puede mencionarse la situacién creada en torno al reconocimien-
to de selecciones deportivas autondémicas. Desde la Generalidad de Cataluiia se
trat6 de forzar la situacién obteniendo el reconocimiento de la seleccién catala-
na para competir internacionalmente en la disciplina de hockey sobre patines.
Con esta finalidad se inscribi6 a la seleccién en el campeonato mundial de la serie
B, para acceder a la serie A y poder competir en el méximo nivel. Pero ello reque-
ria el reconocimiento de la federacién internacional, la FIRS. Esta, finalmente, en
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su reunién de Fresno del 25 de noviembre, rechazé por amplia mayoria el reco-
nocimiento de la seleccién catalana. Este rechazo fue interpretado por represen-
tantes del Gobierno catalin como una consecuencia de la interferencia del
Gobierno espaiiol, lo que produjo una serie de declaraciones y desmentidos. El
fracaso de esta via para las aspiraciones del Gobierno cataldn ha dejado el tema
en su situacién anterior.

Por lo que se refiere a la conflictividad entre Comunidades Auténomas debe
mencionarse un conflicto que también tiene ya una dilatada historia. Se trata del
conflicto que opone a Catalufia con la Comunidad Valenciana en torno a la uni-
dad de la lengua catalana, unidad que se niega por parte de las autoridades del
Gobierno Valenciano.

Este conflicto vivié en el afio 2004 un nuevo episodio en parte impulsado por
la aprobacién de la Constitucién europea y la publicacién de la misma en las
diversas lenguas oficiales. Cuando el Gobierno del Estado decide recabar de la
Comunidades Auténomas con lengua propia el texto de la Constitucién europea
redactado en su lengua, el Gobierno de la Generalidad de Catalufia acepta el
texto presentado por el Gobierno de la Comunidad Valenciana elaborado por la
Académia Valenciana de la Llengua. De esta forma se quiere poner de relieve
la unidad de la lengua catalana, lo que no es bien recibido por las autoridades
valencianas.

En este contexto el 22 de diciembre debia aprobarse el Dictamen elaborado
por la Académia Valenciana de la Llengua, el cual apostaba por reconocer la uni-
dad de la lengua pero con denominaciones diversas, calificando la lengua que se
habla en Valencia como Valenciano.

El Consejero de Cultura, Educacién y Deporte de la Comunidad Valenciana
se opuso a este proyecto y provocé la suspensién de la reunién de la Académia,
con lo que el conflicto sobre la lengua se mantuvo abierto al tiempo que pasaba
a tener una mayor incidencia dentro de la Comunidad Valenciana.

Por lo que se refiere a la conflictividad ante el Tribunal Constitucional las
notas més destacadas son el mantenimiento de un nivel cuantitativo de nuevos
conflictos similar al del afio anterior (68 en 2004 por 67 en 2003), y un incre-
mento muy significativo de los desistimientos tras la toma del poder por el PSOE
(27 Autos de fesistimiento en 2004, frente a ningtin desistimiento en 2003. De los
27 Autos, 26 corresponden a desistimientos bajo el Gobierno del PSOE).

De los desistimientos 10 son a instancia del Estado y 16 a instancia de las Co-
munidades Auténomas. Las Comunidades Auténomas de Andalucfa y Catalufia
son las mds afectadas por estos desistimientos.

En relacién a la cldusula de suspensién del articulo 161.2 CE se mantiene su
alegacién por parte del gobierno dil Estado. Asi, de los 9 conflictos planteados
por el Estado se ha invocado la aplicacién de esta medida en siete. Ahora bien, se
mantiene también la tendencia del Tribunal a levantar la suspensién. De los 8
Autos registrados, se levant la suspensién en seis, y en los otros dos se produ-
jo un levantamiento parcial.
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Jurisprudencia del Tribunal Constitucional y del Tribunal Supremo

Como consecuencia de la preceptiva renovacién parcial de los miembros del
Tribunal Constitucional, en mayo 2004 se produjo el cambio de cuatro magis-
trados, dos a propuesta del Gobierno y dos a propuesta del Consejo General del
Poder Judicial Posteriormente se procedié a la eleccién del presidente, resultan-
do elegida la magistrada Maria Emilia Casas.

La actividad del Tribunal Constitucional, por lo que se refiere a su actuacién
de control de leyes y resolucién de conflictos de competencia, se ha mantenido
en sus niveles tradicionales.

El Tribunal Constitucional ha dictado 45 sentencias, si bien 27 de ellas versan
sobre un mismo asunto, la resolucién de las cuestiones de inconstitucionalidad
formuladas por la Seccién segunda de la Sala de lo Contencioso-administrativo
del Tribunal Superior de Justicia del Pais Vasco contra las leyes urbanisticas
17/1994 y 3/1997 de esta Comunidad Auténoma. Por tanto, podriamos decir que
de hecho se han dictado 18 sentencias.

Los temas de relevancia juridica son los recurrentes en este tipo de conflictos:
dmbito de la legislacién bésica, delimitacién material de competencias, alcance de
las competencias ejecutivas y gestién descentralizada de subvenciones. Por lo
que se refiere al retraso en la elaboracion de las sentencias se mantiene una media
de 7 afios (en el 2004 se llegé a enjuiciar una disposicién estatal de 1990), y en
cuanto al tipo de procedimientos se mantiene el predominio del recurso de in-
constitucionalidad (10), sobre el conflicto de competencias (3) y la cuestién de
inconstitucionalidad (5). En cuanto a la procedencia de las normas, en 7 casos las
leyes y disposiciones generales objeto de controversia eran estatales, y en los 11
restantes procedian de la Comunidades Auténomas.En cuanto al contenido de la
doctrina jurisprudencial no se registran indicios tangibles de cambios sustanti-
vos. Merece ser destacada la Sentencia 194/2004, relativa a la impugnacién de la
ley 41/1997 de 5 de noviembre, por la que se modificé la Ley 4/1989 de 27 de
marzo de conservacién de los espacios naturales y de la flora y fauna silvestres.
Dicha sentencia reconoce la competencia de gestion de los Parques a favor de las
comunidades auténomas, y favorece la creacién de mecanismos de coordinacién
interautonémicos en los casos de Parques que se sitien sobre diversas comuni-
dades auténomas.

No puede dejar de mencionarse la disparidad de juicios con que se recibié la
sentencia. Mientras las comunidades auténomas la recibieron con satisfaccién,
diversas asociaciones ecologistas la criticaron duramente, al entender que la ges-
tién autonémica de los Parques podria rebajar sensiblemente los niveles de pro-
teccién alcanzados hasta este momento con una gestién centralizada.

También merece ser destacada la Sentencia 98/2004 que resolvié el recurso
contra la Ley del Parlamento de Canarias 5/1996 de Presupuestos generales de
la Comunidad Auténoma para 1997. Al tener que decidir sobre la competencia
de la Comunidad Auténoma para fijar los precios de referencia de los medica-
mentos el Tribunal debié enfrentarse en primer lugar a la cldsica miltiple invo-
cacién de titulos competenciales (149.1.1,16,17). Resuelta esta cuestién a favor
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del titulo «sanidad», el Tribunal entré a enjuiciar la importante cuestién de si
una comunidad auténoma puede romper la fijacién unitaria de un precio de un
producto sanitario en beneficio de sus ciudadanos. El Tribunal admitié esta
posibilidad.

La produccién jurisdiccional del Tribunal Supremo con incidencia sobre
temas relativos a controversias competenciales se ha mantenido también dentro
de los pardmetros cuantitativos y sustantivos similares a afios anteriores. La esta-
distica del periodo objeto de estudio ofrece la suma de 58 sentencias en las que el
Tribunal Supremo se pronuncia sobre cuestiones de orden competencial y tam-
bién de legalidad ordinaria. De todas estas, 38 lo son respecto de disposiciones y
resoluciones de las Comunidades Auténomas, 10 lo son del Estado y otras 10 de
las corporaciones locales.

Si bien se registra una amplia variedad de materias competenciales que son
objeto de controversia, existe una significativa reiteracién respecto a Hacienda y
Tributos de las Comunidades Auténomas, medio ambiente, vivienda, haciendas
locales, urbanismo, instituciones y 6rganos consultivos, colegios profesionales,
farmacias y sanidad.

Presupuestos y financiacién

a) En el capitulo dedicado a los presupuestos y normativa presupuestaria
financiera se comentan las magnitudes presupuestarias que figuran en los estados
de ingresos y de gastos de las leyes de presupuestos para el afio 2004 y la cuenta
financiera correspondiente, y se analizan los presupuestos para 2005 (debe des-
tacarse que todas las Comunidades Auténomas aprobaron sus leyes de presu-
puestos para el afio 2005, lo que es una clara muestra de normalidad institucio-
nal). Al no disponer de los datos de la liquidacién de los presupuestos de las
Comunidades Auténomas para el afio 2002, que es el que nos corresponderia
analizar este afio, lamentablemente no se ha podido incluir el apartado corres-
pondiente a este anélisis.

De las magnitudes presupuestarias del ejercicio 2004 destacaremos tinicamen-
te las siguientes: el total de los presupuestos de las Comunidades Auténomas
aprobados por los respectivos Parlamentos para el afio 2004 es de 114.678 millo-
nes de euros; este importe supone un aumento del 8,6% respecto al previsto para
el afio 2003, siendo esta tasa de crecimiento superior a la del crecimiento de la
economia; en términos de presupuestos por habitante, el conjunto de Comuni-
dades Auténomas representa un total de 2.664 euros por habitante. Hay que des-
tacar sin embargo las diferencias, que van desde los 4770 euros por habitante de
la Comunidad Foral de Navarra, hasta los 1955 de la Comunidad Auténoma
de las Islas Baleares.

Por lo que se refiere a los ingresos, las Comunidades Auténomas de régimen
comtin han aumentado desde el afio 2002 considerablemente sus ingresos tribu-
tarios, aunque sin llegar a la importancia que tienen en las Comunidades fora-
les. Para el afio 2004 las Comunidades Auténomas con un peso relativo de los
tributos mds elevado son Islas Baleares, un 94,2% de sus ingresos proceden de tri-
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butos, Madrid, 89%, Catalufia 72,4% y las Comunidad Valenciana, 64%. Por
tltimo hay que destacar que las operaciones de endeudamiento previstas para el
afio 2004 tiene en general un peso poco importante, dado que no llegan al 5% del
total del presupuesto. Como excepcién, en el caso de Catalufia la previsiones de
endeudamiento representan el 9,5% del total de recursos.

b) El afio 2004 es el tercer afio de vigencia del sistema de financiacién de las
Comunidades Auténomas de régimen comin aprobado en el afio 2001, lo que
permite hacer una valoracién sobre sus resultados. Pero al mismo tiempo duran-
te el afio 2004, por razén de las elecciones de generales de marzo, y por los pro-
yectos de reforma estatutaria iniciados, se han reabierto con fuerza los debates
sobre la modificacién del sistema de financiacién.

Por lo que se reficre al sistema del afio 2001, los datos de la primera liquida-
cién permiten concluir que el funcionamiento del mismo ha sido razonable, al
menos en términos de los recursos garantizados por el sistema para cubrir las
necesidades de servicios ptblicos.

Como constatacién de un problema que debe corregirse debe sefialarse que a lo
largo de los Gltimos afios se ha producigo un intenso crecimiento del gasto, espe-
cialmente en el 4mbito de la sanidad descentralizada, y en parte condicionado por
el importante crecimiento de la poblacién inmigrante en algunas Comunidades
Auténomas. Este hecho plantea un reto significativo al sistema de financiacién e
incluso ha motivado, por su importancia, que se incluya como préximo tema
monogrifico de la reunién de la Conferencia de Presidentes.

Otra caracteristica de la financiacién autonémica durante el periodo analiza-
do es la ausencia de una efectiva asuncién de responsabilidades en el campo
tributario por parte de los gobiernos autonémicos, los cuales prefieren mante-
ner su autonomia tributaria concentrada en reconocer deducciones y desgrava-
ciones.

Pero como decifamos, el afio 2004 también ha visto como se reabria la discu-
sién sobre la necesidad de acordar un nuevo modelo general de financiacién
autonémica. Dentro de este marco general de discusién se ha abierto el debate
sobre las balanzas fiscales, con una amplia repercusién en los medios de comu-
nicacién y alcance en diversos sectores sociales, singularmente en Catalufia. Sin
perjuicio de reconocer la necesaria transparencia y completa informacién sobre
estas balanzas, también debe reconocerse que este debate dificilmente puede tras-
ladarse al modelo de financiacién ante la clara diferencia existente entre ambos
problemas: las balanzas pueden servir para informar sobre los flujos de ingresos
y gastos entre las Comunidades y la Administracién Central y esencialmente
retlejan los efectos del sistema de ingresos impositivos progresivos y tareas de
proteccién social y de gastos con fina%idad redistributiva, con claras connotacio-
nes personales, mientras que en el modelo de financiacién se trata de determinar
las necesidades de servicios ptiblicos en diversos territorios y buscar los recursos
miés adecuados para cubrirlas, procurando garantizar en los mismos una cober-
tura adecuada de las necesidades de servicios ptiblicos.

En todo caso, los resultados de la aplicacién del modelo de financiacién
ponen de manifiesto diferencias importantes entre Comunidades Auténomas en
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términos de financiacién per capita, no claramente justificadas. La aplicacién de
un sistema de nivelacién atin opaco, exige un anilisis mis detallado de las nece-
sidades y de la determinacién de la norma niveladora asi como de la intensidad
de este proceso de nivelacién. Estas cuestiones deberfan constituir la agenda del
afio 2005.



